CAUSA Nº 11338 CCALP “ENDI GUILLERMO H. C/COLEGIO DE ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/IMPUGNACION DE RESOLUCION DEL COLEGIO”

En la ciudad de La Plata, a los treinta y un  días del mes de Agosto del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “ENDI GUILLERMO H. C/COLEGIO DE ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/IMPUGNACION DE RESOLUCION DEL COLEGIO”, con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Daniel Spacarotel, Claudia Angélica Matilde Milanta y Gustavo Juan De Santis. El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I O N

¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:
I. Las presentes actuaciones se inician con motivo de la suspensión provisoria en la matrícula que, de oficio, como sanción, le impusiese el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires al Dr. Humberto Guillermo Endi, en ejercicio de las prerrogativas conferidas por los arts. 19 inc. 1, 26, 31 y concs. de la Ley Nº 5177.

En este sentido, tal como luce a fs. 8/10, el Honorable Consejo Directivo del Colegio de Abogados del Departamento Judicial de La Plata adopta esa decisión, ponderando en el caso que:

a) El Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4 del Departamento Judicial La Plata, remitió copia de la sentencia dictada el 9 de octubre de 2009 en la causa Nº 1071 caratulada “Guillermo Humberto Endi – Robo calificado por haberse perpetrado en poblado y en banda en concurso ideal con privación ilegítima de la libertad”, seguida contra el Dr. Guillermo H. Endi, inscripto en la matrícula de ese Colegio (Tomo L, Folio 412), en virtud de la cual el órgano de referencia dispuso “(…)…condenar al Dr. Endi a la pena de cuatro años y tres meses de prisión, accesorias legales y costas, por resultar autor penalmente responsable del delito de robo doblemente calificado, por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con robo agravado por el uso de arma…” -fs. 8, 16/41 y 42-; 

b) La institución corporativa tiene como mandato, atender y proteger el ejercicio de los derechos e intereses legítimos de los profesionales de la abogacía y de la profesión de abogados como tal;

c) Agrega que el colegio se erige como vicario del orden y decoro de la profesión de abogado, lo que conlleva un reaseguro para la sociedad involucrada, ya que sólo a través de un registro debidamente controlado, para cuyo ingreso deben reunirse determinadas condiciones que hacen a la conducta y reputación del postulante, una estricta aplicación de las normas éticas que prevea y evite distorsiones, desviaciones y abusos constitutivos de faltas y la constante presencia de la institución respaldando, orientando y corriendo a sus matriculados, es posible obtener la satisfacción de los objetivos que inspiraron, en su momento, la creación legislativa;

d) El poder de policía otorgado legitima al Colegio para establecer, bajo ciertas condiciones, cuándo se dan circunstancias excepcionales que, por su gravedad y trascendencia en cuanto a la cabal imagen de esas instituciones ante la sociedad, merecen un tratamiento particular en aras del bien común;

e) El art. 26 de la Ley Nº 5177 estatuye que, magüer las facultades disciplinarias que se le otorgan al Tribunal de Disciplina, ese cuerpo directivo podrá decretar -por simple mayoría cuando exista acusación fiscal- la suspensión provisoria en la matrícula de aquellos profesionales que se encuentren imputados por delitos dolosos;

f) Dicha prerrogativa constituye una potestad de tipo cautelar, por lo que los requisitos que hacen a la permanencia del letrado como habilitado para el ejercicio profesional se ven atenuados por la provisoriedad de la medida; y,

g) Sin desentenderse de los efectos que la misma ha de provocar en la vida profesional del letrado, se concluye que la gravedad de los hechos por los que resulta condenado el Dr. Endi, unida a la circunstancia de que la participación en sucesos como los relatados socavan abiertamente el decoro profesional por el que debe velarse, justifican por sí mismos la decisión adoptada -fs. 9, 43 y 45-. 

Como corolario, a mérito de las circunstancias que motivaron el dictado de la resolución en crisis, dispuso la formación del pertinente trámite disciplinario en los términos del art. 31 de la Ley Nº 5177 -fs. 9/10-. 

II. Notificado el encartado, se presenta con el debido patrocinio letrado, impugnando -a sazón del gravamen irreparable que le generase- la sanción dispuesta por ante el Colegio Departamental -fs. 11/14 y 46/47-.

Con ese objeto, argumenta que la suspensión preventiva ordenada, resulta lesiva de los derechos y garantías de raigambre constitucional -fs. 46, último parágrafo-. 

En esa línea argumental, haciendo propios los fundamentos esgrimidos por la Dra. Palazzo al votar en disidencia en la resolución disciplinaria, enfatiza que:

a) La sentencia que lo incrimina penalmente no se encuentra firme, toda vez que ha sido recurrida extraordinariamente -fs. 46 vta.-;

b) No habiendo pasado en autoridad de cosa juzgada, la sanción disciplinaria no sólo es prematura sino que violenta el principio de inocencia -fs. 46 vta.-;

c) Al tiempo de la supuesta comisión del hecho, su asistido no sólo no se encontraba matriculado en ese Colegio sino que se hallaba iniciando la carrera de abogacía, por lo que al momento de graduarse y matricularse, su situación procesal no era diferente de la que en la actualidad posee. En consecuencia, resulta cuanto menos contradictorio que se le haya otorgado la matrícula de abogado y hoy con idéntica situación procesal se lo suspenda en la matrícula -fs. 47-;

d) El ejercicio de la profesión de abogado constituye una forma específica del derecho individual de trabajar y ejercer toda industria lícita, derecho este que no puede ser vulnerado por resoluciones internas de índole cautelar alejadas de todo correlato con la Constitución Nacional -fs. 47, anteúltimo párrafo-; y,

e) La suspensión del derecho a ejercer la profesión de abogado, operada con basamento en una norma que se muestra irrazonable y con fundamento exclusivo en cuestiones de índole discrecional, no sólo es lesiva del mentado derecho a trabajar sino, inclusive, de las reglas del debido proceso -fs. 47/47 vta.-. 

III. Luego de tener por presentado el recurso de apelación, el Colegio Departamental eleva las actuaciones al Consejo Superior del Colegio de Abogados de la Provincia para su tratamiento, quien decide rechazar la impugnación formulada por el Dr. Guillermo H. Endi contra la medida suspensiva que se le aplicara -fs. 48 y 50/51-.

Para así resolverlo, sostuvo que:

a) Resulta claro que la sanción que dispuso el Consejo Directivo ha sido adoptada dentro de las facultades legalmente conferidas por el art. 26 de la Ley N° 5177, respetando los fundamentos exigidos. Máxime en el caso en análisis en el que existe una sentencia que encuentra al Dr. Endi penalmente responsable del delito de robo calificado por su comisión en poblado y en banda en concurso ideal con robo agravado por el uso de arma -fs. 50 vta., segundo párrafo-;  

b) Constatados objetivamente los extremos de aplicación, el accionar deviene legítimo, siendo las consideraciones relativas a supuestos avasallamientos constitucionales, ajenas al ámbito de actuación de ese Consejo Superior -fs. 50 vta., tercer parágrafo-;

c) La falta de firmeza de la sentencia dictada en sede penal, por encontrarse recurrida ante el Tribunal de Casación Penal, no resulta óbice para la aplicación de la suspensión provisoria contemplada en el art. 26 de la Ley N° 5177, toda vez que el requerimiento formal allí dispuesto exige solamente la existencia de una imputación por delito doloso o una causación fiscal -fs. 50 vta., cuarto párrafo-; y,

d) Amén de que la situación procesal del Dr. Endi no era igual al momento de su matriculación -año 2004- que al momento de la aplicación de la sanción -año 2009-, no surge entre uno y otro acto contradicción alguna, toda vez que no dimana de constancia alguna que el Consejo Directivo haya conocido y evaluado su situación procesal -fs. 50 vta./51-.

IV. Contra dicho decisorio se agravia la parte actora, a tenor del líbelo recursivo introductorio obrante a fs. 56/64.

Puntualmente pretende:

a) Se declare la nulidad absoluta de los actos administrativos impugnados y sus antecedentes, toda vez que los mismos resultan de un procedimiento manifiestamente nulo, ya que se encuentran sustentados en una norma manifiestamente inconstitucional, resultando la pretensión de suspensión provisoria ilegítima e inconstitucional -fs. 56/56 vta.-; y,

b) El dictado de una medida cautelar que disponga la suspensión de los efectos del acto en crisis, hasta tanto se dicte la sentencia definitiva en sede penal - fs. 56/56 vta.-.

Luego de fundar la procedencia de la tutela precautoria y la competencia de este Tribunal, ahonda en los antecedentes de hecho que dan motivo a la presente litis -fs. 56 vta./60-.

A lo narrado en el derrotero de la presente causa, suma -en tanto extremos fácticos de interés- los siguientes: 

a) En el año 1999 se lo imputó al Sr. Endi por el delito de robo calificado, quien en ese interregno se encontraba dando sus primeros pasos dentro de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata;

b) Luego de concederle la excarcelación, habiendo tramitado el proceso en libertad, Endi se gradúa de abogado en el año 2004 -fs. 59 vta.-;

c) A fines del año 2009 se dicta sentencia en la causa penal seguida al mismo, condenándolo a la pena de cuatro años y tres meses de prisión por el delito de robo doblemente calificado;

d) A consecuencia de dicho decisorio se ordena su detención, la que solo dura un día -fs. 59 vta.-;

e) Entre los años que mediaron entre el infortunado suceso y la sanción recaída, Endi no sólo se recibió de abogado sino que ejerció la profesión liberal;

f) La sentencia en sede penal al momento de la sanción no se encontraba firme ya que fue recurrida por esa defensa por ante el Tribunal de Casación Penal, recayendo su resolución en la Sala I del mismo -fs. 59 vta.-; y,

g) A los tres meses de que recayera en cabeza del Dr. Endi la condena impuesta por el Tribunal Oral en lo Criminal Nº 4, se lo notificó de la suspensión provisoria dispuesta -fs. 60-. 

Por otra parte, en aras de abastecer su crítica enrostra respecto de los actos cuestionados, que:

a) El art. 26 de la Ley Nº 5177 es palmariamente irrazonable, por lo que las decisiones adoptadas en su ejercicio adolecen de ese vicio congénito, que las torna nulas de nulidad absoluta e insanable. Esto así, toda vez que la suspensión se anticipa al resolutorio y adquiere un cariz que pasa de ser preventivo a sancionatorio, soslayando la extensión del daño que produce -fs. 60-;

b) A ello añade que la prerrogativa deviene inesperada, arbitraria y desmedida, por cuanto se dispone fuera del marco procedimental apropiado, huérfana de sustento legal -v.gr., falta de notificación previa, fs. 60/61-;

c) La circunstancia de que el Colegio obre en ejercicio de potestades discrecionales en manera alguna puede constituir un justificativo de arbitrariedad, puesto que es precisamente la razonabilidad con que deberían ejercerse tales potestades, la que otorga validez a dichos actos -fs. 60 vta., primer parágrafo-;

d) La justicia realizada a través del debido proceso legal como verdadero valor jurídicamente protegido -v.gr., garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio y principio de inocencia-, se debe garantizar en todo proceso disciplinario y los Estados no pueden sustraerse de esta obligación -fs. 60 vta./61-;

e) La falta de razonabilidad de la disposición legal también se evidencia en la carencia de límite temporal alguno. Ergo, la sanción “preventiva” dispuesta por tiempo indeterminado, conculca gravemente el derecho a trabajar -fs. 61 vta.-;

f) La situación procesal de Endi no ha variado desde la fecha de su matriculación -fs. 62-; y,

g) Adolecen de vicios en la causa, motivación y finalidad, los que los invalida en tanto tales -ver fs. 62 vta./64-.

Como corolario, ofrece prueba y solicita -por los motivos expuestos- se declare la competencia de este Tribunal, se conceda la medida cautelar peticionada, se haga lugar al planteo de irrazonabilidad del art. 26 de la Ley N° 5177 disponiéndose la “nulidad” del mismo y se ordene la inmediata rehabilitación en la matrícula del Colegio de Abogados de la Plata al actor -fs. 64-.

V. Elevadas las actuaciones, asumida la competencia por este Tribunal, habiéndose fijado criterio de trámite conteste lo decidido por la SCBA en autos “G.,D.P. c/Colegio de Abogados de Buenos Aires” -causa A. 68.346, sent. del 25-VIII-10-, se presenta en ciernes el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, evacuando el traslado de ley -fs. 67, 69/77, 78, 83 y 94/97-. 

VI. En su responde, el apoderado del Colegio de Abogados de la Provincia, Francisco R. Brumat, luego de reiterar los fundamentos expuestos por ese ente público no estatal con motivo del tratamiento del recurso de apelación interpuesto contra la decisión suspensiva del Colegio Departamental -fs. 94 vta./96-, esgrime -a mayor abundamiento- que:

a) Las potestades que la ley pone en cabeza de las instituciones colegiadas se concretan mediante actos que tienen pleno valor -actos de poder-, es decir, que se configuran como verdaderos actos administrativos, dotados en tanto tales de eficacia y validez -fs. 96, segundo párrafo-;  

b) En ese ámbito los Colegios Profesionales ejercen un dominio singularmente cualificado, por cuanto la admisión en la matrícula no se produce automáticamente por el hecho de solicitarlo teniendo el título y eventualmente pagando una cuota, sino que, además, puede la entidad exigir que no se hubiese observado una conducta que desmerezca el buen nombre y el decoro de la profesión -fs. 96-;

c) El Consejo Superior al rechazar el recurso interpuesto, haciendo suyos los argumentos de la entidad de primer grado, confirmó que el acto dictado constituyó una decisión legítima en el marco competencial que le otorga el art. 26 de la ley ritual, respetuoso del criterio de legalidad y razonabilidad, debidamente fundado -fs. 96 vta.-; y,

d) En la resolución del Consejo Superior se mantuvieron y privilegiaron, los elementales principios y garantías de defensa en juicio, debido proceso y principio de inocencia, preservándose en todo momento el derecho de defensa del letrado -fs. 96 vta.-.

VII. Contestado el traslado de ley, consentido el llamado de autos para sentencia -art. 74, CCA, Ley Nº 13.101, fs. 98, 99 y 100-, se encuentran los presentes actuados en oportunidad de ser resueltos por esta Alzada -fs. 101-. 

VIII. Despejada la admisibilidad, corresponde abordar los agravios planteados por el actor, adelantando mi opinión tendiente a proclamar el acogimiento del recurso directo interpuesto; correspondiendo, en tal entendimiento, anular el acto de suspensión de la matrícula en crisis, declarando inaplicable por su extensión e irrazonabilidad,  en el caso, el art. 26 de la Ley Nº 5177.

Para así decidirlo, no soslayo la inveterada doctrina legal que postula que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional, considerada como la última ratio del orden jurídico (doctr. C.S.J.N. Fallos 285:322, entre muchos).

Esta, sin dubitación alguna, configura una de las más delicadas funciones encomendadas a un tribunal de justicia, a la que sólo debe recurrirse cuando una estricta necesidad lo requiera (doctr. C.S.J.N. Fallos: 247:121 y sus citas). 

Por eso, tal descalificación sólo será procedente cuando la repugnancia con las cláusulas constitucionales aparezca manifiesta e indubitable y la incompatibilidad inconciliable (doctr. C.S.J.N., Fallos 247:121 cit.), sin que se vislumbre la posibilidad de una solución adecuada del juicio por otras razones que las constitucionales comprendidas en la causa (doctr. Fallos 260:153, esp. considerando 3° y sus citas), extremos que estimo, se presentan en autos.

IX. Hecha la digresión, los argumentos que abonan la tesitura expuesta son:

a) Si bien los Colegios profesionales han sido estructurados por el Estado como vicarios de un especial cometido público -v.g.r., gobierno de la matrícula y control ético/profesional del ejercicio de la disciplina-, dicha prerrogativa pública debe ser ejercida con ineludible sujeción al principio de juridicidad que la presupone, lo que implica -en la dinámica de su instrumentación- el fiel apego al bloque de legalidad, garantía y razón del Estado de derecho.

Sabido es que el Estado delega en los Colegios Profesionales el poder de policía sobre el ejercicio de cada profesión, definiendo para ello tanto el ámbito o la actividad específica sometida a su contralor, como las personas autorizadas para ese ejercicio - CCESPE LP, B 84442 RSD-79-96 S 12-12-1996, in re “Parodi, Mirta Susana s/ Rec. ley 9671. Colegio de Asistentes Sociales de la Prov. de Bs. As.”-.

De esa forma, la mentada potestad disciplinaria delegada por el Estado en los Colegios respectivos, puede ser legalmente puesta en funcionamiento ya sea por denuncia o directamente de oficio, como es propio cuando de proteger intereses que exceden lo meramente particular o privado se trata -CCESPE LP, B 87445 RSD-14-98 S 17-2-1998, in re “Bianchi, Armando Carmelo s/ Recurso Ley 9671, Colegio de Bioquímicos de la Provincia de Buenos Aires”-.

En este caso, es la Ley N° 5177, la que concede al Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, la potestad de ejercer el contralor de la matrícula, a fin de velar por el decoro que el ejercicio de la noble profesión de abogar lleva ínsito -arts. 1, 2, 6, 7, 8, 9, 15, 19 (en particular, inciso 3), 24, 25, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33 y ss., Ley Nº 5177-.

En ese orden de ideas, de la literalidad de sus disposiciones, claramente dimana que el legislador provincial ha dotado a la institución corporativa de amplias facultades, con el objeto de lograr el cometido asignado, que no es un abstracto interés público, sino el control mismo del buen desempeño profesional, en el cual está interesada la sociedad toda.

Entre esas facultades, ha puesto en cabeza del propio Consejo Directivo de los colegios departamentales, la posibilidad de decretar de oficio -cuando exista acusación fiscal, por simple mayoría- la suspensión provisoria en la matrícula de aquellos profesionales que se encuentren imputados por delitos dolosos.

De allí que, como vaticinásemos, postulamos que esta prerrogativa, así ideada estructurada y reglamentada, exorbita de modo desmedido el sentido y fin del poder detentado por mandato legal, atentando contra las garantías individuales que al pretender restringir, desnaturaliza. 

De esta manera, ineludible es reconocer que el perjuicio que ocasiona al intentar tutelar el bien común operando tal facultad, es mayor que el que efectivamente causaría de no ejercerse la misma, tal como en su escrito postulatorio acusase el quejoso -fs. 73/76-.  

Por ello es que resulta atendible el agravio vinculado al alcance de tal prerrogativa, ya que admitir el ejercicio oficioso de un poder de esta naturaleza, conllevaría -ni más ni menos- que soslayar el principio de inocencia, la garantía de la defensa en juicio, el derecho a una razonable reglamentación de derechos -entre ellos, a trabajar-, entre otras disposiciones de raigambre constitucional y convencional, en franca y rayana colisión con el régimen republicano imperante.   

Esto no implica desconocer que el órgano disciplinario puede actuar directamente de oficio (arts. 24, 31 y cctes. ley de colegiación), sin necesidad de denuncia alguna, pues ello hace a la esencia de la potestad disciplinaria cuyo ejercicio el Estado ha transferido a las entidades profesionales y cuyo objeto es no sólo la protección de los intereses sectoriales sino también en resguardo de los generales, de los que corresponden a la comunidad, que pueden verse afectados por la irregular actuación de quienes ostentan un título profesional -CCESPE LP 93433 RSD-60- S 30-6-2000, in re “V. M., J. L. s/ Recurso Ley 9671. Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires”-.

Por el contrario. Simplemente importa, conforme las particulares circunstancias que lo motivan, encausar a derecho un poder que, en el caso, se evidencia desmedido. 

b) El artículo 26 de la Ley N° 5177, en tanto manda legal habilitante, se erige como una irrazonable reglamentación de la prerrogativa pública entronizada en cabeza de la institución disciplinaria, ya que -magüer la valía e importancia del fin público que la subyace e incardina- las lesiones que se infringen a los profesionales -en aras de tutelar ese fin- lucen desproporcionadas, carentes del adecuado equilibrio que debe existir entre las potestades de poder público y las garantías individuales en juego/tensión.

Las entidades que agrupan a profesionales que se desempeñan a nivel provincial -que gestionan intereses profesionales o económico sociales- son personas públicas no estatales y ocupan un lugar preponderante en cuanto son personas jurídicas, que por disposición estatal, han tomado a su cargo todo lo atinente al gobierno y contralor de sus incumbencias. En particular han sido investidos de la potestad de aplicar sanciones, mantener la colegiación obligatoria, el control de la matrícula, etc.. Es decir, que por disposición estatal ejercen sobre los particulares facultades que implican limitaciones de la órbita de sus derechos subjetivos y que ejercen prerrogativas que sólo encuentran su fundamento en dicha delegación, la que a su vez regula su actuación -SCBA, A 68782 S 22-12-2008, in re “C.,d. c/ d.,M. s/ Acción disciplinaria”-.

En ese marco continente, necesario es puntualizar -tal como lo prescribiese en el acápite anterior-, que el problema radica en la extensión, modo y alcance del poder disciplinario en este supuesto específico, el cual luce -en tanto limitación- asimétrico e irrazonable.

Recordemos, que el principio de "razonabilidad" exige que debe cuidarse especialmente que las normas legales mantengan coherencia con las reglas constitucionales, de suerte que su aplicación concreta no resulte contradictoria con lo establecido en la Ley Fundamental, derivando en soluciones manifiestamente inicuas o irrazonables (arts. 28 y 31 de la Constitución Nacional) -CCPLEN LP 28445 S 23-5-1995, in re “Braun, Rosana Lilian s/ Martillero y corredor”-.

Ergo, siendo que la garantía de razonabilidad supone la existencia de circunstancias justificantes, fin público, adecuación del medio utilizado para su obtención y ausencia de iniquidad manifiesta, cabe concluir que la manda del art. 26 de la Ley N° 5177 en contraposición con lo estatuido en los arts. 1, 5, 121, 14, 14 bis, 17, 18 y 75 inc. 22, CN; 1, 2, 10, 11, 27, 31, 39, 166 y 168, CP;  1, 8, 21 y 25, Convención Americana de Derechos Humanos; 9 y 14, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y demás tratados  internacionales con jerarquía constitucional, deviene inconstitucional -art. 28 CN-.

c) Aún el loable propósito de la consecución de la mejor defensa del decoro y ética en el ejercicio profesional, debe encausarse a través de mandatos respetuosos de las garantías constitucionales, lo que invalida todo tipo de ejercicio ilimitado del poder de policía disciplinario. 

Huelga traer a cuento, de perogrullo, que el poder de policía no es absoluto ni arbitrario y, por lo tanto, las limitaciones que por él se imponen a los particulares en el ejercicio del derecho deben ser dispuestas con el fin de regular el orden público y asegurar el bienestar general, es decir, por motivos válidos y razonables, sin que la reglamentación del caso los desnaturalice ni constituya en la práctica una prohibición, destrucción o confiscación -SCBA, I 1302 S 5-12-1989, in re “Ventimiglia, José G. c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Inconstitucionalidad ordenanza 4752”-.

Es que, en el ámbito del derecho disciplinario lo que se ventila es el pundonor y el decoro de los colegiados, la ética en el desarrollo de su actividad profesional, cuyas faltas son formales y no se rigen por el resultado sino por la conducta observada -pues lo que se sanciona es la omisión en el cumplimiento de los deberes que hacen al correcto ejercicio profesional-. 

De allí que lo que se trata es de considerar, a la luz de la finalidad que las inspira, si la conducta contribuye al mejoramiento deontológico, científico y técnico de la profesión a través de un correcto y honesto ejercicio, sin comprometer el honor y la dignidad de la misma, ni estar reñida con la ética, la moral, la racionalidad y las buenas costumbres (arts.16 inc. j, ley 10.646; 5 inc. "o", Código de Ética Profesional de Colegio de Ópticos de la Provincia de Buenos Aires) -CC0201 LP 95064 RSD-287-1 S 15-11-2001, in re “Visión Express S.A. c/ Col. de óptica s/ Acción declarativa”-.
d) En ciernes no se cuestiona el poder discrecional del Colegio profesional de seleccionar entre los indiferentes jurídicos -todos justos y todos válidos- existentes, el que según su razonada valoración considera apropiado al caso. Esa potestad, cabe argüir, extraña al sub lite, se mantiene inhiesta. Aquí lo que se descalifica, es la reglamentación que de la potestad disciplinaria del profesional ha hecho el legislador provincial –presupuesto lógico antecedente-, la cual -en tanto irrazonable- no puede ser válidamente ejercitada sin un grave daño a las libertades individuales que, en aras del bien común, procura limitar.

El control de la matricula hace a la esencia de la Colegiación de las profesiones. Es una delegación, hacia las entidades corporativas, que ha efectuado nuestro Estado Provincial por sucesivas leyes, hoy reconocida por el art. 41 de la Constitución de Buenos Aires. Es decir, que los Colegios son la mano extendida del Estado para la supervisión del ejercicio de las distintas profesiones -CCESPE LP 226624 RSD-3-97 S 23-6-1997, in re “Madina, María del Carmen s/ Recurso Ley 9671, Colegio de Asistentes Sociales”-. 

Para ese fin, cuentan con el poder disciplinario correspondiente, el cual se manifiesta a través de disímiles potestades, mayormente regladas, mayormente discrecionales.

De allí que corresponda al ámbito propio del órgano administrativo ponderar, dentro de los límites impuestos por la observación de la legalidad y las reglas de la razonabilidad y proporcionalidad, el tipo y alcances de la medida punitiva con que se resuelva sancionar al profesional responsable de una transgresión disciplinaria. A esos efectos ha sido debidamente habilitado por las normas de colegiación provinciales (art. 24 y cctes., Ley 5177) -CCESPE LP 96666 RSD-26- S 28-11-2001, in re “B., M. L. s/ Recurso Ley 9671. Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires”-. 

Por eso, como postulásemos, aquí no se controvierte la elección del Colegio en sí misma sino la reglamentación que per se lo habilita a actuar. 

Pudo optar, para aplicar la sanción que considerase conveniente, dentro del contexto jurídico ventilado, entre diferentes “herramientas” que la Ley N° 5177 diseña a ese fin -v.g.r., art. 31 de la ley de cita-. Escogió de entre ellos, sin embargo, aquella que presenta -por las razones vertidas- óbices disvaliosos. 

Pues, aunque los Colegios Profesionales cuentan con ese considerable espectro de poderes disciplinarios, atribuidos con el fin de jerarquizar el nivel profesional, imponer el respeto y vigencia efectiva de las normas éticas, la solidaridad de los integrantes del cuerpo y, en definitiva, asegurar la necesaria y obligatoria contribución de los profesionales al bienestar general de la comunidad, no es menos cierto que esos poderes deben subsumirse bajo el halo del imperio de la Constitución. Lo que equivale a decir, el respeto indubitable de los principios basamentales en que debe estructurarse el poder correctivo/disciplinario del Estado -v.gr., procedimiento previo, derecho de defensa, derecho a ser oído, principio de inocencia, etc-. 
e) El principio de inocencia se presenta como un valladar infranqueable para una potestad disciplinaria que, so pretexto de ejercitar una labor preventiva, condena efectivamente en el presente una probabilidad que, aún prevaleciente, en el marco institucional de un Estado de derecho, solo puede acaecer mediando cosa juzgada formal y material.

El derecho a la presunción de inocencia forma parte del bloque constitucional de derechos, porque está asegurado y garantizado por nuestros textos constitucionales y convencionales -v.gr., Cartas magnas nacional y provincial -art. 18 y 10/11, respectivamente-, Convención Americana de Derechos Humanos -arts. 1 y 8-, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -arts. 9 y 14-, entre otros-.

Así, la presunción de inocencia ha sido entendida, como el derecho/garantía que tienen todas las personas a que se considere a priori -como regla general- que ellas actúan de acuerdo a la recta razón, comportándose de acuerdo a los valores, principios y reglas del ordenamiento jurídico, mientras un tribunal no adquiera la convicción, a través de los medios de prueba legal, de su participación y responsabilidad en el hecho punible determinada por una sentencia firme y fundada, obtenida respetando todas y cada una de las reglas del debido y justo proceso, todo lo cual exige aplicar las medidas cautelares previstas en el proceso penal en forma restrictiva, para evitar el daño de personas inocentes mediante la afectación de sus derechos fundamentales, además del daño moral que eventualmente se les pueda producir -Consideraciones sobre el derecho fundamental a la presunción de inocencia, Humberto Nogueira Alcalá, Revista Ius et Praxis, 11 (1): 221 - 241, 2005-.

Consecuencia inmediata de ello, es que el principio de jurisdiccionalidad, ​al exigir en su sentido lato que no exista culpa sin juicio, y en sentido estricto, que no haya juicio sin que la acusación sea sometida a prueba y a refutación, postula la presunción de inocencia del imputado hasta tanto exista prueba en contrario sancionada por la sentencia definitiva de condena -Derecho y razón, Ferrajoli, Luigi, quinta edición, Madrid, Ed. Trotta, 2001, página 549-.

En definitiva. La presunción de inocencia es un "colorario lógico del fin racional asignado al proceso" y la "primera y fundamental garantía que el procesamiento asegura al ciudadano” -Elemento di procedura penale, Lucchini, Luigi, 1995, Florencia, Ed. Barbera, página 15-.

Aquel recordado "Tout homme étant innocent jusqu'a ce qu'il ait été declaré ocupable" -A todo hombre se le presume inocente mientras no haya sido declarado culpable-, no es un añejo legado, sino un vigoroso principio que insufla de sentido al actual estado de cosas.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el derecho a "la presunción de inocencia constituye un fundamento de las garantías" que no perturba la persecución penal, pero sí la racionaliza y encausa. Así la presunción de inocencia es una garantía básica y vertebral del proceso penal, constituyendo un criterio normativo del derecho penal sustantivo y adjetivo, descartando toda normativa que implique una presunción de culpabilidad y establezcan la carga al imputado de probar su inocencia.

En este sentido, se ha estructurado la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual ha determinado que "el derecho a la presunción de inocencia es un elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa y acompaña al acusado durante toda la tramitación del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme. Este derecho implica que el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le atribuye, ya que el onus probandi corresponde a quién acusa" -CIDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, sentencia de 2 de julio de 2004, Serie C N°107, párrafo 154-.

Luego, el derecho a la presunción de inocencia debe aplicarse no solo al ámbito de las conductas eventualmente delictivas, sino también a la adopción de cualquier resolución administrativa o jurisdiccional que se base en la conducta de las personas y de cuya apreciación derive para ellas una afectación de sus derechos o una sanción, ya que ellas son manifestación del ámbito punitivo estatal.

En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que "la presunción de inocencia puede ser violada no sólo por el juez o una Corte, sino también por otra autoridad pública" -Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Lori Berenson vs. Perú. Serie C N° 119. Sentencia de 24 de noviembre de 2004, párrafo 159-.

El derecho a la presunción de inocencia "exige que el Estado no condene informalmente a una persona o emita juicio ante la sociedad, contribuyendo así a formar una opinión pública, mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad penal de aquella" -Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Lori Berenson vs. Perú, párrafo 160-.
Por ello, bajo la impronta que la Dra. Palazzo fijase en su disidencia al momento de decretar la suspensión provisoria objetada, no encontrándose firme la sentencia condenatoria, rige en pleno la presunción de inocencia que constituye, en el sistema vigente, garantía de rango constitucional (art. 18, Constitución Nacional; arts. 10, 11, Constitución provincial). 

En consecuencia, configuraría una clara exorbitancia de la entidad profesional, si antes de tal definición por el Tribunal de Casación Bonaerense -doble conforme-, pretendiera tener por culpable a quien aún no hubiese sido calificado así por el órgano jurisdiccional, de modo definitivo. 
f) El principio de inocencia rige en todo tiempo y circunstancia, por lo que, así como no se le negó (ni podía negársele ante la ausencia de una condena firme) la posibilidad de matricularse inculpado del delito sucedido con anterioridad a su condición de abogado, y que hoy lo condena; tampoco puede ahora -bajo el imperio del mismo principio- suspendérselo sin límite temporal a las resultas de un juicio que puede -aún cuando sea poco probable- encontrarlo inocente. 

Conteste lo expuesto, luce por lo menos contradictorio postular criterios divergentes sin argumentos válidos y razonables, sabiendo que la situación antes de matricularse era idéntica a la actual en cuanto a la vigencia del principio de inocencia. 

So riesgo de pecar de reiterativos. Cuando el art. 18 de la Constitución Nacional dispone categóricamente que ningún habitante de la Nación será penado sin juicio previo, establece el principio que toda persona debe ser considerada y tratada como inocente de los delitos que se le imputan hasta que en un juicio respetuoso del debido proceso se demuestre lo contrario mediante una sentencia firme -SCBA, P 86783 S 26-11-2003, in re “A.,A. s/ Robo; violaciones reiteradas, etc”-.
g) La suspensión provisoria decretada, sin término ni horizonte temporal, aún en el marco de la presente causa -donde existe sentencia condenatoria de primera instancia-, se muestra como una medida extremadamente gravosa ya que cercena de plano el derecho a trabajar, y su alongación en el tiempo reluce desproporcionada al fin que se intenta resguardar.

En efecto, tal como expusimos, la irrazonabilidad de la medida se vislumbra acabadamente en la magnitud, desproporcionada, del daño que infiere, en comparación con el bien que pretende realizar.

De esta manera, aún cuando de la propia lectura de la sentencia penal de fs. 17/41 surja patente el reproche ético que se le endilga y cueste imaginar otra suerte para el encartado -cuestiones, prima facie, ajenas al sub lite-, no puede consentirse la utilización de un medio instrumental que, sin respeto de las garantías fundamentales, mediando sólo acusación fiscal en caso de ser un delito doloso, cercene el derecho a trabajar.  

h) La premisa anterior, se complementa y recrudece, si tenemos en consideración que esa suspensión se extiende sine die durante el devenir del proceso penal, lo que deja a las claras la irrazonabilidad de la medida ante los derechos y valores puestos en crisis por la reglamentación. 

El fin tuitivo por el cual el Colegio vela, puede ser logrado -aún ante los graves hechos endilgados- por otros cauces, diferentes del escogido, materia sobre la cual es menester recordar, tiene amplia libertad.

Por ello, la suspensión aquí cuestionada, en la medida que haya límite temporal en una sentencia que habrá de recaer pero en tiempo incierto, deviene irrazonable, toda vez que aún cuando se suponga y diga preventiva, desnaturaliza la esencia del derecho que tiende a limitar.

i) La inobservancia de procedimiento sumarial alguno tendiente a dilucidar el reproche ético disciplinario endilgado, sin que se le haya brindado siquiera oportunidad al sancionado de ser oído y defenderse, colisiona de modo irreconciliable con la garantía tuitiva de raigambre constitucional y supra constitucional de la defensa en juicio, aún a pesar de la disímil naturaleza de las responsabilidades involucradas.

El debido proceso sustantivo, constituye un standard, patrón o módulo de justicia para determinar dentro del arbitrio que deja la Constitución al legislador, lo axiológicamente válido para reglamentar esos derechos -SCBA, I 1707 S 5-4-2000, in re “Esso S.A.P.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Demanda de inconstitucionalidad art. 35 ley 11.583”-.

En ese orden de ideas, se entiende por razonabilidad de las leyes, la relación según la cual deben conformar medios aptos para el cumplimiento de los fines estipulados por la Constitución. Si ellas carecen de aptitud para lograr el fin que se propuso esta última, pueden ser descalificadas por carentes de razonabilidad. Lo razonable en sentido jurídico político supone equilibrio, moderación, armonía -SCBA, L 81216 S 22-10-2003, in re “Castro, Héctor Jesús c/ Dycasa S.A. y otros s/ Reparación daños y perjuicios”-.

Así, el derecho de defensa sólo exige que se oiga a las partes en la forma y oportunidad prescriptas por la ley y su ejercicio puede ser reglamentado por las leyes de procedimiento a fin de hacerlo compatible con el análogo de los demás litigantes y con el interés social de obtener una garantía eficaz. 

No es baladí traer a cuento que, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, mediante el informe 105/1999 (en LL 2000-F-594), interpretó los arts. 8 y 25 CADH., como : "[... ]la garantía que tiene toda persona de que se respeten las reglas básicas del procedimiento no sólo en cuanto al acceso a la jurisdicción, sino también en cuanto al cumplimiento efectivo de lo decidido. En este sentido, esta Comisión ha señalado que la protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales (el destacado me pertenece) y rápidos, que brinden la posibilidad pero nunca la garantía de un resultado favorable".

En ese marco, en el test de compatibilidad que cabe a este órgano efectuar por mandato constitucional/convencional, si el legislador quiso resguardar a la sociedad toda del daño que potencialmente le pudiese causar en su desempeño un “mal profesional”, se vislumbra desmedido y carente del justo equilibrio que con ese norte, vulnere derechos y garantías de igual naturaleza, al pergeñar una institución que faculta a instrumentar un poder ilimitado.

Obsérvese inclusive, lo que no es un dato menor, que como expresase la Dra. Palazzo: “surge del informe de matrícula del profesional en cuestión, que al tiempo de la comisión del delito, de acuerdo al fallo condenatorio remitido por el Tribunal, no se encontraba matriculado en nuestro Colegio, como además, tampoco, se había graduado como abogado”. 

Si tenemos en consideración las circunstancias apuntadas, en el marco de las garantías que deben circundar el sistema disciplinario como manifestación del poder represivo/correctivo del Estado, con mayor ahínco -más allá del resultado a fortiori- cobra importancia la necesidad imperiosa del colegiado de ser escuchado y poder defenderse.

Pues no podemos olvidar que, el problema de la pena -que en el fondo, es una servidumbre-, es, y no puede dejar de ser, el problema de la libertad -El problema de la Pena, Francesco Carnelutti, Rodamillans S.R.L., 1999, p. 7-.

j) A mayor abundamiento, la tesitura adoptada por el propio Colegio departamental con relación a la interpretación de los efectos con que ulteriormente correspondería otorgar los recursos de apelación por ante el Colegio Provincial contra las sanciones dispuestas en virtud del art. 26 en crisis, ratifica la posición y sentido de la decisión que se propone. 

Así, el propio Colegio Departamental -tal como lo manifestase el actor a fs. 62 in fine-, ha concluido que, a futuro, sería adecuado a la ley y a los principios protectorios involucrados, otorgarle efecto suspensivo al recurso de apelación interpuesto contra la suspensión provisoria del art. 26 de la Ley Nº 5177 -Acta Nº 2094 del 4/11/10, aprobatoria del Acta Nº 2093 (http://www.calp.org.ar/uploads/6f99a553f09777ac1d1a3f4240c09d0d.pdf)-.

Para así decidirlo, la Mesa Directiva hizo suyo el dictamen de la Comisión de estudio y defensa de la Ley Nº 5177, en el cual -analizando las implicancias y alcances de la facultad otorgada por el art. 26 de la mentada norma- se postulo que:

i) Correspondía, en resguardo del derecho de defensa de los matriculados, validar los recursos de apelación ante el Consejo Superior del Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, respecto de las suspensiones provisorias previstas en el art. 26 de la Ley Nº 5177;

ii) Aún cuando el letrado haya sido condenado, mientras la sentencia no se encuentre firme, continúa primando a su respecto, el principio de inocencia;

iii) Las suspensiones matriculares tienen severa influencia en el derecho a trabajar que prevé nuestra Constitución Nacional (art. 14 bis), siendo necesario salvaguardarlo en caso de suspensiones que no se hallen firmes; y,

iv) Tratándose de actos de naturaleza administrativa, cabe tener en cuenta lo prescripto por el art. 98 inc. 2 de la Ley de procedimiento administrativo provincial, que faculta al órgano administrativo a suspender la aplicación de la medida cuando esta se halla apelada y el interesado invoque fundadamente un perjuicio irreparable.

k) Cabe precisar que la tesitura expuesta, a sazón de los argumentos brindados, debe ser sostenida y reafirmada, a pesar de lo claramente reprochable que pueda evidenciarse la conducta de base, valorada en la sentencia penal y justipreciada en la sanción disciplinaria anulada. 

X. En mérito de los argumentos vertidos, cabe acoger el recurso directo interpuesto, correspondiendo, en tal entendimiento, anular el acto de suspensión de la matrícula en crisis, declarando inaplicable, por su extensión temporal e irrazonabilidad, en el caso, el art. 26 de la Ley Nº 5177 (arts. 1, 5, 121, 14, 14 bis, 17, 18, 28 y 75 inc. 22, CN; 1, 2, 10, 11, 27, 31, 39, 166 y 168, CP; 1, 8, 21 y 25, Convención Americana de Derechos Humanos; 9 y 14, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

Doy por reproducida la circunstanciada relación de antecedentes expuesta por el Dr. Spacarotel en los puntos I a VII, no obstante que, con el respeto que su posición frente al conflicto me merece, habré de disentir con la solución que propone pues considero que no se hallan acreditados los vicios constitucionales que se denuncian, en concreta referencia al caso del interesado, como sustento de la impugnación que formula.

Cabe consignar que la prerrogativa bajo examen (art. 26, ley 5177) ha sido desplegada, puntualmente, en virtud de la sentencia penal condenatoria por delito doloso dictada contra el actor (de fecha 9-10-2009, fs. 38/41), y no frente a la mera imputación o acusación fiscal, como reza la preceptiva, motivo por el que su aplicación al supuesto de autos, ha de ser evaluada en relación a la particular plataforma fáctica que la motiva, esto es, la situación del profesional afectado.

Tal es así que sus defensas giran, básicamente, en aducir que no se encuentra firme la condena, de un lado, y que el hecho reprimido con la sanción penal fue cometido antes de ingresar en la matrícula de abogado (hecho éste ocurrido en el año 2004).

Empero, no advierto en las condiciones de la causa, trasgresión al principio de inocencia como tampoco al de defensa, ante el ejercicio de una competencia legalmente establecida y la disposición de una medida –provisoria- de índole cautelar adoptada con motivo de la sanción penal y concomitantemente de la apertura del trámite disciplinario (res. 732/09, fs. 8/10 y res, del 17-9-2010, fs. 50/51).

Bajo las particulares circunstancias del sub-lite, no coincido en que pueda reputarse inválida la aplicación del art. 26 de la ley 5177, dado el carácter precautorio de la suspensión recaída para quien ha sido condenado. No se trata de una sanción disciplinaria como la reglada por el art. 28 inc. 3 de la ley, sino de una medida provisoria, como se lee expresamente en la norma en cuestión.

La firmeza de la sentencia, necesaria para que opere el impedimento de inscripción en la matrícula o la exclusión de la misma, durante el término de la condena (art. 2, ley cit.) amén de la potestad disciplinaria, según el caso (v. art. 25 inc. 2, 28 y concs., de la misma ley), no se compadece con la índole provisoria de una diligencia cautelar ni se erige como exigencia normativa (cfr. art. 26, ley cit.).

Se desprende –asimismo- del propio plexo jurídico, que carece de entidad que al momento del hecho juzgado en sede penal como delito doloso, el actor no hubiese estado recibido de abogado o matriculado, toda vez que, a este último fin, lo que resulta relevante es la vigencia de una sanción penal (vgr. art. 25 inc. 2, cit.). 

De lo expuesto se colige, sin dificultad, que el argumento ensayado por el accionante, referido a que la condena penal que lo alcanza, lo sanciona por un hecho anterior a la obtención del título, impide tachar la medida bajo examen.

En similar orientación cabe concluir en torno al modo en que fuera ejercida la potestad.

De un lado, la norma (art. 26, ley 5177) no obsta al ejercicio de la defensa, pues se limita a reglar la atribución y no el procedimiento, de donde el imperativo de preservar las garantías inherentes al debido proceso resulta de las normas superiores y del propio ordenamiento legal (arts. 15, C.P.; arts. 24 y sigts., doctr. art. 75 y concs., ley 5177; art. 1 y concs., decreto ley 7647/70 , art. 16 C.C.). 

En efecto, la atribución conferida por el art. 26 de la ley 5177, en cuanto faculta a disponer la suspensión provisoria de un profesional del registro matricular, no supone la omisión del debido proceso. La literalidad del precepto no permite una lectura en ese sentido, sino que, antes bien, en él se establece una competencia de actuación, mas no se regula ni limita el trámite respectivo.

Siendo ello así, un eventual déficit en el ejercicio de la defensa, en todo caso, no resulta de la norma en abstracto y en este orden, no advierto cuáles serían las circunstancias que el colegiado se ha visto imposibilitado o impedido de argumenta frente al dictado de la medida provisoria.

Por el contrario, las alegaciones que ante esta Cámara se traen por el accionante, fueron planteadas por el actor ante el Colegio profesional (fs. 46/47) y el Consejo Superior les dio tratamiento, resolviendo en consecuencia (res. de fs. 50/51).

Por último, no se advierte irrazonabilidad en la falta de limitación de la suspensión, cuya operatividad en todo caso habrá de reconocer la limitación que proviene del propio ordenamiento, para no convertirla en una disposición disciplinaria (a contrario art. 28 inc. 2, ley 5177).

Bajo las condiciones que presenta la causa, entiendo que la pretensión impugnatoria planteada por el demandante no puede prosperar, correspondiendo su rechazo (art. 74 y concs., C.P.C.A.).

Con costas en el orden causado (art. 51, C.P.C.A.).

Así lo voto.  

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Adhiero al voto de la Dra. Milanta.

Junto a esa intervención también considero ausente del caso las trasgresiones que enuncia sin éxito el profesional demandante.

Hago mío ese orden de fundamentos.

Del mismo modo presto mi acuerdo con todo cuanto desarrolla el primer voto en relación con la validez aplicativa del artículo 26 de la ley 5177, como asimismo a la línea lógica a la que sujeta la derivación de legalidad del acto emitido por la entidad demandada, al descartar en él la presencia de vicios de constitución.

En ese marco, la decisión impugnada en esta sede, en tanto expuesta en una medida provisoria de suspensión, se ofrece adecuada a los extremos previstos en la citada norma legal (art. 26 ley 5177).

Así dejo expuesta mi adhesión a los fundamentos y solución que propone la Dra. Milanta, expidiéndome en idéntico sentido.


Así lo voto.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, por mayoría, se desestima la pretensión impugnatoria planteada por la parte actora (fs. 69/77) contra el Colegio de Abogados de la provincia de Buenos Aires (arts. 12 incs. 1º y 2º, 74 y concs., C.P.C.A. –t.o. ley 13.101-).

Costas, en el orden causado (art. 51, ley 12.008 –t.o. ley 13.101-).


Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51 del decreto ley 8904/77.


Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.


Firmado: Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  308 (S).

